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                                                                                                                                                  “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                   Héroe de la Nación Argentina” 

 

 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA 
RELATORÍA PENAL. TOMO 151 

 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y, en su mérito, ordenar que bajen 
los autos al Juzgado de Instrucción Formal de Quinta Nominación. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, Anexo I, artículo 7º 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo. Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
N.N. POR TURBACIÓN DE LA POSESIÓN EN PERJUICIO DE DE VITA, VICENTE ADOLFO – PIEZAS 
PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 33.625/10) (Tomo 151: 01/06 – 15/noviembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, delito de estafa. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Tercera Nominación 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: El aspecto relevante para determinar cuándo se configura un delito y de ello, derivar la consecuente 
asignación de competencia, es el relativo al momento de realización de la acción típica. 

La estafa es la obtención de un provecho injusto mediante engaño o artificio, que induce a error al que lo sufre 
y efectúa una prestación voluntaria de naturaleza patrimonial, en beneficio del autor del engaño o de un tercero; su 
comisión comienza con el despliegue de un ardid cuyo objeto es suscitar un error, en el que se apoya la determinación de 
efectuar la prestación que se traduce en un perjuicio. 

Es competente el juzgado que se hallaba de turno cuando se configuró la maniobra engañosa exigida por el tipo 
penal del delito de estafa, momento en que el representante de la firma comercial exigió la entrega de los cheques de 
manera anticipada al envío de la mercadería, aprovechando la confianza de la que gozaba por operaciones comerciales 
anteriores que se desarrollaron sin inconvenientes. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas) 

El delito de estafa se define como un ilícito penal de resultado que se consuma cuando el daño patrimonial se 
hace efectivo, cual es el perjuicio patrimonial que importa un fraude que menoscaba la propiedad o patrimonio ajeno. 

El artículo 3º del punto I de la Acordada 8691 dispone como pauta básica la fecha de consumación del supuesto 
hecho delictivo, cualquiera fuese la clase de infracción de que se trate. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, 

Ferraris y Posadas) 

Si con los elementos arrimados a la causa no es posible establecer con precisión la fecha en que se habría 
producido el efecto dañoso que consuma el delito atribuido, y además, teniendo en cuenta las particulares formas de 
comisión del supuesto delito de estafa, compraventa de mercadería previa entrega de cheques con pago diferido y 
posterior envío del bien que sólo se concretó parcialmente, corresponde que intervenga el juzgado que al momento de 
recibir las actuaciones omitió aplicar la pauta subsidiaria indicada en el punto I, artículo 5º de la Acordada 8691, lo que 
genera su radicación definitiva. (Del voto de las Dras. Ayala y Garros Martínez) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C HINZ, FEDERICO Y OTROS POR ESTAFA A GARCÍA, MABEL – PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 33.533/10)  (Tomo 151: 1019/1026 – 7/diciembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, fecha de la denuncia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación, 
del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, Anexo I, artículo 5º. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
ALARCÓN, MARÍA VIRGINIA – S/DENUNCIA – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
33.719/10)  (Tomo 151: 513/518 – 29/noviembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Tercera Nominación, 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de las disposiciones procesales sobre conexidad (artículo 37 inciso 3º del Código Procesal 
Penal). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
CORIA, HERNÁN JOSÉ P/ROBO A TORRES, MARIO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. 
Nº CJS 33.631/10)  (Tomo 151: 171/176 – 23/noviembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad, delito de mayor gravedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Cámara en lo Criminal del Distrito Judicial del Norte 
Circunscripción Tartagal, para intervenir en las presentes actuaciones. 
DOCTRINA: Aplicación de las disposiciones procesales sobre conexidad (artículo 38 inciso 1º del Código Procesal 
Penal). 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C HERRERA LÓPEZ, CARLOS RAFAEL; RAFUL, JAVIER FERNANDO P/ ROBO CALIFICADO A 
ESCANO, JOSÉ RODOLFO – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 33.266/10)  (Tomo 
151: 773/778 – 6/diciembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad, delito de mayor gravedad, imputado menor de edad. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de 
Primera Nominación del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Orán, para intervenir en las presentes actuaciones. 
DOCTRINA: Aplicación de las disposiciones procesales sobre conexidad (artículo 38 inciso 1º del Código Procesal 
Penal). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ferraris, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MARTÍNEZ, LEONARDO FRANCO POR AMENAZAS A VELÁZQUEZ, OMAR CANDELARIO – 
PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 33.641/10) (Tomo 151: 519/524 – 
29/noviembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión de competencia planteada en los presentes autos entre 
las Cámaras Segunda y Tercera en lo Criminal. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al momento 
de decidir. Ello, porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han quedado 
abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 

Corresponde declarar abstracta la cuestión de competencia planteada si al momento de resolver la contienda ya 
ha recaído sentencia condenatoria contra el acusado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
TORRES, CARLOS POR ABUSO SEXUAL CON PENETRACIÓN EN UN NÚMERO INDETERMINADO DE 
HECHOS - ABUSO SEXUAL GRAVEMENTE ULTRAJANTE (1 H) Y ABUSO SEXUAL SIMPLE EN UN 
NÚMERO INDETERMINADO DE HECHOS - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. N° CJS 
33.662/10)  (Tomo 151: 365/368 – 24/noviembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Excepción al procedimiento sumario. Constitución de Actor Civil. Oportunidad para 

trabar la litis civil. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado en lo Correccional y de Garantías de Primera 
Nominación para intervenir en la presente causa.  
DOCTRINA: La excepción prevista en el -hoy- inc. 3º del art. 353 del C.P.P., sólo debe aplicarse si antes del requerimiento 
de juicio se toma conocimiento de la formal manifestación de un interesado de constituirse en actor civil. Si ello no ocurre y 
se da la situación de formulación de instancia tardía no puede dejar de ponderarse que la retrogradación del procedimiento 
hacia una etapa inicial para el total desarrollo de la instrucción implicaría afectar el principio de preclusión y la celeridad de 
actuaciones penales, pues se retrotraería el trámite a la etapa preliminar anulando una actividad requirente válidamente 
cumplida por el sólo motivo de haberse deducido una pretensión de carácter accesorio.  
             De no constar constitución de actor civil previa al requerimiento de juicio el trámite a seguir es el si-guiente: 
avocado el juez correccional, notifica al damnificado a los fines del ejercicio de la acción civil y la querella conjunta (art. 
358); luego, siempre en el principal, ordena el traslado del art. 359 y, paralelamente, de existir constitución de parte civil 
notifica ello al imputado en el correspondiente incidente sin que éste pueda oponerse; lo cual se infiere de la derogación por 
sustitución de los arts. 79 y sgtes. de la ley 3645, en relación a las previsiones sobre el particular contenidas en os arts. 82 y 
cc. de la ley 6345. 
            Una vez integrada la defensa del imputado, contestado y resuelto el traslado o vencido el plazo del art. 359, pero 
siempre antes de citar a juicio, de existir actoría, en el incidente el juez notifica a la parte para que en cinco días concrete la 
demanda (art. 83); concretada, corre traslado a los demandados civiles por el término de seis días (art. 91).   
            Finalmente, contestada la demanda o su reconvención, ordena el decreto previsto en el art. 360 bis, sin pasar por alto 
que, por regla, las cuestiones incidentales planteadas entre las partes civiles se deciden en la etapa preliminar el juicio y que, 
específicamente, la resolución de las excepciones -sin distinción- pueden ser diferidas para la sentencia por auto fundado 
(arts. 91 y 350).  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala. DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
SANTILLÁN, FERNANDO NICOLÁS POR DAÑOS EN PERJUICIO DE CHAVARRÍA, JORGE ANTONIO – 
PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. N° CJS 33.286/10) (Tomo 151: 37/44 – 15/noviembre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva, procesamiento, cambio 

de calificación del hecho, doble instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 30/35 
vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por denegación de recurso de casación, si ésta se debió a la 
circunstancia comprobada de que la resolución que se pretende revertir no encuadra en los tipos previstos en el artículo 
467 del Código Procesal Penal, ni resulta equiparable a sentencia definitiva. 

El principio de taxatividad de los recursos establecido en el artículo 443 del Código Procesal Penal, indica que 
las decisiones judiciales serán recurribles sólo en los casos y por los medios expresamente previstos por la ley. 

Las resoluciones que disponen el procesamiento y el cambio de calificación del hecho no son susceptibles de 
recurso de casación, en tanto no concurre ninguna circunstancia que permita establecer que ocasionan un gravamen 
irreparable, toda vez que su naturaleza eminentemente provisoria impide que sean incluidas entre aquellas decisiones. 

La garantía de la doble instancia consiste en la posibilidad de que el fallo y todos los autos procesales 
importantes sean revisados en una instancia superior. 

El derecho a recurrir el fallo que reconocen los tratados internacionales incorporados a la Constitución 
Nacional, no impide que cuando el Tribunal Superior revoque una resolución de falta de mérito, dicte el procesamiento 
si encuentra mérito para ello, pues la garantía de la doble instancia requiere que, además de resultar adversa al imputado, 
la resolución judicial recurrida sea definitiva o asimilable a tal por sus efectos. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RODRÍGUEZ, JOSÉ FEDERICO; LUNA, HÉCTOR DANIEL – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN 
DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.723/10)  (Tomo 151: 717/724 – 1/diciembre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Improcedencia, ausencia de sentencia definitiva, 

resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso, taxatividad de los recursos. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 7/8 vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja si la resolución contra la que se dedujo casación, en cuanto dispone la 
excepción de la acumulación de los procesos seguidos contra el imputado, no se encuentra comprendida en el elenco de 
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pronunciamientos objetivamente impugnables descripto por el artículo 467 del Código Procesal Penal, ni puede 
equipararse a sentencia definitiva. 

El principio de taxatividad de los recursos establecido en el artículo 443 del Código Procesal Penal, indica que 
las decisiones judiciales serán recurribles sólo en los casos y por los medios expresamente previstos por la ley. 

Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia definitiva. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LEDESMA, DAVID - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.710/10)  
(Tomo 151: 683/688 – 1/diciembre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Insuficiente fundamentación del recurso. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja interpuesta a fs. 1/3 vta. 
DOCTRINA: Constituye una carga de la parte recurrente la debida fundamentación de los motivos que hagan a la 
procedencia de la vía impugnativa. 

No pueden sustentar la admisibilidad formal del recurso los agravios que se formulan ignorando las referencias 
contenidas en la causa. La sola referencia a la disconformidad del acusado con la condena y el monto de la pena 
impuestos no resultan suficientes para poner en evidencia motivos casatorios o la existencia de una concreta nota de 
arbitrariedad que descalifique a la sentencia como pronunciamiento judicial válido. 

Corresponde el rechazo de la queja, si al interponer el recurso de casación resultó inadmisible porque el 
impugnante no había satisfecho el deber de fundamentación que aparece categóricamente impuesto en el artículo 472 del 
Código Procesal Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris. DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
MACIEL, RAMÓN ANTONIO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.348/10)  
(Tomo 151: 357/364 – 24/noviembre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Procedencia, derecho al recurso, resolución que deniega 

apelación contra el procesamiento y prisión preventiva. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 28/36 vta. y, en su mérito, declarar 
formalmente admisible el recurso de casación interpuesto (copias de fs. 16/24 vta.). II. ORDENAR que oportunamente 
se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: En principio, los pronunciamientos por los cuales los más Altos Tribunales provinciales deciden acerca de 
los recursos locales que les son llevados a su conocimiento no son susceptibles de revisión por la vía del recurso 
extraordinario, a excepción de que lo resuelto implique un exceso de rigor formal que lesione garantías constitucionales. 

Es procedente la queja por recurso de casación denegado mediante el cual se intenta modificar el auto por el 
cual se declaró mal concedido el recurso de apelación interpuesto con- tra el procesamiento y prisión preventiva del 
imputado, si se tacha de arbitraria la resolución por violación del derecho de defensa en juicio, y puede estar 
comprometida la propia facultad de controvertirla mediante la vía revisora ordinaria contemplada por el ordenamiento 
procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: VILLAGÓMEZ, MIGUEL GREGORIO; FERNÁNDEZ, GUILLERMO ENRIQUE – QUEJA POR REC. DE 
CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 33.492/10)  (Tomo 151: 975/982 – 7/diciembre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Excarcelación, aplicación de normas 

procesales. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado interpuesta a 
fs. 63/72. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en que se afirma la 
afectación de garantías constitucionales con la interpretación que se hiciera del artículo 300 del Código Procesal Penal, 
si la invocada violación encuentra sustento en la estricta aplicación de las normas procesales vigentes, y el tribunal ha 
dado respuesta a la cuestión constitucional planteada, desde que ha brindado múltiples argumentos denegatorios de la 
excarcelación solicitada, los cuales incluyeron no sólo el análisis atinente a la amenaza de pena futura que le 
correspondería al imputado, sino también exhaustivas consideraciones sobre factores que llevan a concluir la existencia 
de un peligro procesal concreto de que el imputado eluda la acción de la justicia e impida en consecuencia la aplicación 
de la norma sustantiva. (Del voto de los Dres. Ayala, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Vittar) 

           Es procedente la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el tribunal omitió ponderar que el 
recurrente se agravió por la interpretación del artículo 300 del Código Procesal Penal que se efectuó en las instancias 
anteriores, alegando que esa interpretación frustró la vigencia de los principios constitucionales que establecen el 
derecho de libertad ambulatoria del imputado, agravios que “prima facie” valorados, pueden involucrar cuestiones de 
orden constitucional. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
ALANDI TEJERINA, JUAN DOMINGO – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.448 
/10)  (Tomo 151:55/62 – 15/noviembre/2010) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Dictado de la resolución que se estimaba atrasada. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 4 y vta. II. 
FORMULAR al Juez de Instrucción Formal Primera Nominación del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Orán, 
la recomendación contenida en el considerando 5º. 
DOCTRINA: El avocamiento que puede solicitarse conforme al art. 156 del C.P.P., debe orientarse a lograr el impulso 
en actuaciones cuyo trámite se encuentra detenido, o a propiciar un emplazamiento para el dictado de resoluciones 
atrasadas. El remedio de la queja sólo resulta viable cuando se encuentra pendiente la resolución previamente instada. 

Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia si la resolución que el quejoso estimaba retardada ya 
se dictó, superando así la situación de indefinición procesal alegada. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: ARJONA, MATÍAS – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA (Expte. Nº CJS 33.738/10) (Tomo 151: 
767/772 – 6/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo, accidente de tránsito, absolución, prioridad de paso, culpa 

de la víctima. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 322/338 vta. y, en su mérito, dejar 
sin efecto la condena impuesta a Carlos Alberto Colmenares en la sentencia de fs. 307/312 vta., y disponer su 
absolución, conforme a lo establecido en los arts. 4º del Código  Penal., 20 de la Const. Prov. y 18 de la C.N. 
DOCTRINA: Si bien en materia penal la culpa de la víctima no compensa la imprudencia o la negligencia determinante 
del hecho que se le reprocha al autor del suceso, ello es así en tanto pueda endilgarse con certeza un actuar culposo al 
acusado. 
            Corresponde absolver al acusado del delito de homicidio culposo, si se ha probado en el caso la absoluta culpa 
de la víctima y la ausencia de cualquiera de las formas reprochables de conducta, porque los elementos probatorios 
demuestran que el conductor imputado tuvo la precaución de mirar hacia la derecha al llegar a la esquina y por ello, sin 
dudas traspasó casi la totalidad de la bocacalle, haciéndolo a baja velocidad, dado que no se advierten huellas de frenado 
en su camino, resultando sorpresiva la aparición de la motocicleta. 

La prioridad de paso que refiere el artículo 41 de la ley 24449, en tanto establece que todo conductor debe ceder 
siempre el paso en las encrucijadas al que cruza desde su derecha tiene excepciones, por lo que no es absoluta. 
         No puede invocarse prioridad de paso si la colisión se produjo por el impacto de la motocicleta que circulaba 
por la derecha a excesiva velocidad, lo que pudo probarse por las huellas de frenado y derrape del croquis y pericias, 
elementos que demuestran que el arribo de los dos vehículos a la encrucijada no se produjo más o menos 
simultáneamente, sino que el automóvil del encausado lo hizo con bastante antelación a la víctima.       
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C COLMENARES, CARLOS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.022/09)  
(Tomo 151: 863/876 – 6/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo, accidente de tránsito, conductor de colectivo, falta de 

pruebas, conducta de la víctima. Absolución, principio de la duda. Competencia, ruta nacional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 172/177 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que absuelve al acusado del delito de homicidio culposo si los escasos 
elementos de convicción aportados no permiten conocer la mecánica del hecho y, por ende, no existe la certeza necesaria 
para establecer si el imputado actuó inobservando su deber de cuidado, sea mediante la conducción imprudente, 
negligente, inexperta o antirreglamentaria del colectivo y además, los restantes elementos de prueba ofrecidos sobre la 
conducción del colectivo con la debida precaución, convalidan el estado de duda al que arribó el tribunal y motivan su 
conclusión de que no puede computarse en desmedro del imputado, el accionar desprevenido y temerario de la víctima.  
(Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano y Ferraris) 

A fin de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso debe 
determinarse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece atendiendo al lugar 
donde se ha consumado. 

Es competente la justicia federal para intervenir en un accidente que se produjo sobre una ruta nacional. 
       Debe declararse la nulidad de todo lo actuado por un tribunal provincial que no tenía competencia sobre el lugar 
en que ocurrieron los hechos. La competencia federal es improrrogable e inalterable. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LÓPEZ, OSCAR ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.204/09)   (Tomo 151: 
823/838 – 6/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto, amenidad, valoración de prueba testimonial, causa exculpante. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 403/404. 
DOCTRINA: La figura de hurto específicamente protege a la propiedad y reprime su violación sin cuantificar de 
ninguna manera el producto del delito o cualificar a la “res furtiva” con algún recaudo distinto a la ajenidad. 
           Es plenamente válida la condena por el delito de hurto, si el tribunal respetó los parámetros que rigen la sana 
crítica racional y se sustentó en un examen integral y conjunto de las pruebas, considerando que los testimonios 
prestados en la audiencia de debate demuestran que parte de los objetos que tomó el acusado eran de propiedad de la 
cooperativa damnificada, y del cotejo entre las facturas presentadas por el acusado y el número total de chapas que 
fueron secuestradas en su poder, surge que parte de tales objetos eran extraños a su legítimo dominio. 

En la formación del juicio de certeza no puede considerarse decisiva la incidencia de testigos, si se comprueba 
mediante el método de supresión hipotética que la estructura lógica del fallo se sostiene aún retirándose la escasa 
consideración de esas declaraciones. 

Para que se configure una causa exculpante que reúna los recaudos del artículo 34, inciso 1º del Código Penal, 
el error de hecho debe ser no imputable y esencial. 

En un caso de inminente desalojo, dada la morfología material de las cosas sustraídas, la publicidad de su 
titularidad y la diferencia sustancial entre el total y las que eran propiedad del acusado, corresponde excluir la existencia 
de desconocimiento, confusión o falsa noción al apoderarse de cosas que se sabían ajenas. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ÁVILA, DANTE LUCIO; ÁVILA, BEATRIZ DE LOS ÁNGELES Y OTROS – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.371/09)  (Tomo 151: 1089/1096 – 7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excarcelación, arresto, detención, prisión preventiva; plazo razonable de 

encarcelamiento preventivo. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 17/22 vta. 
DOCTRINA: El derecho a gozar de libertad durante el proceso no es absoluto; el arresto, la detención y la prisión 
preventiva son medidas cautelares que cuentan con respaldo constitucional siempre y cuando sean necesarias para 
asegurar el éxito de la investigación o para garantizar, en casos graves, que no se siga cometiendo delito y que no se 
frustre la ejecución de la eventual condena. 

La cautelar sólo se concibe cuando en el caso concreto, al hecho investigado le corresponda pena privativa de la 
libertad de cumplimiento efectivo. 

Para juzgar la razonabilidad del encarcelamiento preventivo deben tenerse en cuenta diversos parámetros tales 
como la complejidad de la causa, la cantidad de imputados o de los hechos en investigación, o no ser atribuible a la 
acción de la defensa. 

Posee suficiente fundamentación la resolución que deniega el pedido de excarcelación del imputado a quien se 
acusa de la comisión de nueve hechos en concurso real, si el tribunal ha considerado que la sumatoria de los máximos de 
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pena previstos para los tipos penales atribuidos superaría ampliamente la pena dispuesta por el artículo 55 del Código 
Penal y que el tiempo de privación provisoria de libertad sufrido no aparece como de extremada duración. 

La protección del fin del proceso mediante la resolución denegatoria de la excarcelación no colisiona con 
superiores principios constitucionales que hacen al debido proceso penal, si encuentran basamento, por motivos 
fundados, en la garantía de asegurar al Estado la posibilidad de realización de su poder estatal. (Del voto de los Dres. 

Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

La privación provisoria de la libertad ambulatoria del imputado, en cualquiera de sus especies –detención y 
prisión preventiva-, sólo puede ser ordenada por juez competente mediante resolución escrita debidamente motivada, 
con expresa alusión a sus razones fácticas y jurídicas y oportuna notificación.  

El arresto se encuentra reservado a los primeros momentos de la investigación y no constituye en nuestro 
sistema, “lato sensu”, una medida cautelar coercitiva. 

La detención procede contra el imputado, en principio, a fin de asegurar su comparencia, aunque, ante el peligro 
de daño al proceso, puede prolongarse hasta el procesamiento en los delitos graves e, inclusive, hasta la conclusión del 
juicio en los delitos leves. La exención de detención constituye su remedio. 

En la prisión preventiva, la verosimilitud del derecho y el peligro en la demora aparecen como condicionantes 
intrínsecos, ya que sólo procede contra imputado procesado, es decir, contra quien pesa presunción de culpabilidad. El 
juez para dictarla o para conceder la excarcelación debe verificar el peligro de daño, especialmente ante la posibilidad de 
fuga, estrictamente considerar la magnitud de la pena y la eventual imposición de condena efectiva. 

Corresponde mantener la prisión preventiva del imputado frente a la gravedad de la pena que le podría 
corresponder por los delitos acusados y a que la causa se encuentra en estado de fijar audiencia de debate y la 
probabilidad de fuga del recurrente aparece como un concreto peligro procesal. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, 

Garros Martínez y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
SALAS, VÍCTOR SEBASTIÁN – INCIDENTE DE EXCARCELACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 33.360/10) (Tomo 151: 277/294 – 23/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excepciones de litis pendencia y pago parcial. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 57/60.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la excepción de litispendencia opuesta por el demandado civil, si las 
constancias de la causa no permiten afirmar la existencia de procesos que por su identidad material o por razones de 
conexidad la hagan procedente. 

Se encuentra suficientement5e fundada la resolución que rechaza la excepción de pago parcial opuesta por el 
demandado civil, si el tribunal de juicio ha ponderado que no se encuentra comprendida entre la excepciones previas 
previstas en el Código Procesal Civil y Comercial. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SIERRALTA, OSCAR ALFREDO. ACTORÍA CIVIL PRESENTADA POR LA SRA. CONDORI, 
ALBERTA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.732/09) (Tomo 151: 967/974 – 7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 122/126 vta. 
DOCTRINA: (Doctrina Tejada: No corresponde declarar la admisibilidad formal del recurso de casación interpuesto 

por la defensa del coimputado contra la resolución que le rechaza la suspensión del juicio a prueba, si el beneficio fue 

solicitado fuera de la oportunidad prevista en el art. 281 bis del C.P.P., en razón de que el objetivo buscado por el 

instituto puede resumirse, como su nombre lo indica, en evitar el debate para autores primarios de delitos de escasa 

magnitud. Es por ello que tanto la ley sustantiva como la adjetiva disponen en una etapa previa al juicio facultades 

tanto para el Fiscal, para el Juez, como para el imputado. 

La oportunidad que establece el art. 281 bis del C.P.P. para pedir la suspensión del juicio a prueba, esto es a 

partir del decreto de citación a juicio y hasta el tercer día de notificado el decreto de audiencia de debate, a más de 

otorgar un amplio tiempo a los operadores del sistema, constituye una especifica reglamentación procesal dirigida a 

efectivizar la suspensión del juicio a prueba y encuentra determinante fundamento en el cumplimiento y respeto de la 

razón de ser del beneficio, comprendidos sus fundamentos, fines y objetivo que consiste en evitar la audiencia de 

debate. 

La oportunidad para solicitar y otorgar el beneficio de suspensión del juicio a prueba, precluye fatalmente con 

el inicio de la audiencia de debate. 

La especial importancia del término previsto para solicitar el beneficio radica en que impide que, mutación 

mediante, sea desvirtuado y utilizado como mera especulación, en detrimento de los fines del proceso, el interés social, 

el de la víctima y hasta el propio imputado. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Vittar y Ayala) 

           Debe declararse formalmente admisible el recurso de casación en que la defensa de uno de los imputados aduce 

que resulta procedente el pedido de suspensión del juicio a prueba porque la oposición esgrimida por la Sra. Fiscal de 

Cámara sustentada en la falta de concurrencia de los requisitos establecidos en el art. 76 bis del C.P. ha perdido 

actualidad, ya que tanto la doctrina como la jurisprudencia ampliaron la aplicación del instituto. (Del voto de los Dres. 

Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

           Resulta admisible el recurso de casación en que se señala que en la sentencia que condena al coimputado por el 

delito de robo calificado por el uso de arma, no se efectuó una valoración adecuada de la prueba ni se ha logrado 

arribar a un estado de certeza sobre la participación del coimputado en el ilícito que se le imputa, y la incertidumbre en 

tal sentido se hace visible en el proceso porque el denunciante no lo pudo identificar con seguridad en la rueda de 

reconocimiento ni el careo que se dispuso entre ambos, por lo que debió ser absuelto por aplicación del principio “in 

dubio pro reo”. (Del voto de los Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Catalano, Cornejo, Ayala y Vittar).). 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
CHA, PABLO - RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.634/10)  (Tomo 151: 
987/990 – 7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Decreto de citación a juicio, planteo de nulidad, ausencia de 

perjuicio e interés. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 6/8. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si la resolución cuestionada no 
ocasiona perjuicio ni presenta el interés que exige el artículo 443 del Código Procesal Penal.  
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El decreto de citación a juicio es el acto jurisdiccional que da inicio a la etapa del juicio correccional (artículos 
410 y 360 bis del Código Procesal Penal) y, por su parte, las facultades dispuestas por los artículos 358 y 359 de ese 
ordenamiento legal, deben cumplirse en una etapa previa o anterior, en el marco del procedimiento sumario. 

Presenta falencias el decreto que, en mal entendida economía procesal, ordena actos de contenido y naturaleza 
distintiva que corresponde sean cumplidos de manera progresiva y no en una misma oportunidad procesal, ya que por un 
lado, otorga participación al defensor y corre traslado de la acusación -procedimiento sumario- y, por otro, 
anticipadamente cita a las partes a juicio -etapa del plenario. La intempestiva pretensión de retrotraer el proceso, 
formulada a más de un año de conocer el decreto atacado, carece de todo fundamento jurídico y, más bien, constituye 
una contradicción con la propia actuación del recurrente, quien agotó los efectos del acto que niega e impugna. 

Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de 
un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que mediante ella la parte 
experimenta un perjuicio, lo que no ocurre si pese a los defectos del acto jurisdiccional, no se ha causado de modo 
material, concreto y verdadero, una lesión al recurrente. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros 

Martínez y Posadas) 

Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que rechaza el planteo de 
nulidad del decreto de citación a juicio por haberse transgredido el orden del proceso resumiendo atribuciones que deben 
ejercitarse antes de que inicie la etapa de juicio, si pese a ello, en la causa el recurrente consintió esa providencia, y 
aceptó tácitamente lo ordenado, por lo cual no se evidencia que haya sufrido un perjuicio o gravamen a raíz de la 
resolución que impugna. 

No basta, el derecho de impugnación abstractamente reconocido por la ley a un determinado sujeto, sino que es 
necesario que éste tenga, en concreto, interés en impugnar la resolución de que se trate, y ese interés debe tenerse por 
configurado cuando el recurso se presenta como el remedio eficaz de excluir el perjuicio invocado. (Del voto del Dr. 

Vittar)   
Las resoluciones dictadas por los jueces correccionales y de garantías en el procedimiento sumario son 

impugnables mediante el recurso de apelación ordinario, ante la Cámara de Acusación, que se presenta como el más 
adecuado a los fines de dotar de agilidad al procedimiento penal; no así el recurso de casación que debe cumplir diversas 
etapas procesales que conllevan un lapso mayor. 

Corresponde reconducir el planteo de casación por la vía del recurso de apelación, si se interpone contra la 
denegatoria de nulidad de un decreto que dispuso la citación de las partes a juicio conjuntamente con el traslado de la 
acusación fiscal, pues ello significó un avance en el proceso, y el planteo fue resuelto estando pendiente la fase prevista 
por el artículo 359 del Código Procesal Penal. (Del voto de la Dra. Ayala) 
 TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C PERALTA, BRAULIO ISAAC – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.051/09)  (Tomo 151: 
1043/1052 – 7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Improponibilidad objetiva de la reiteración de un recurso ya 

resuelto por el tribunal competente. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso interpuesto, cuya copia obra a fs. 88/91. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso interpuesto, si la vía intentada no es el medio establecido por la ley 
para revertir la resolución impugnada y -tratándose de una carga de quien lo intenta- tal trámite cuenta con la 
correspondiente decisión del tribunal competente, sin que puedan duplicarse o sanearse las pretensiones de la parte de un 
modo no previsto ni querido por el ordenamiento procesal que, de aceptarse, importaría violar el principio de taxatividad 
que rige la actividad impugnativa. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
ENCINA, PABLO EZEQUIEL; ENCINA, MARCELA ALEJANDRA; ESCOBAR, MIRTA BEATRIZ; ENCINA, 
LUCIANA MABEL – PIEZAS PERTENECIENTES – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.480/10) (Tomo 
151: 185/190 – 23/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, incumplimiento de los recaudos de procedencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 323/332. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si las constancias de la causa 
demuestran que no se cumple con las exigencias legales que lo regulan y además no se revela un perjuicio concreto al 
recurrente, ni tampoco su interés. (Del voto de los Dres. Ferraris, Catalano, Cornejo, Posadas y Vittar) 

En el procedimiento de admisión del recurso habrá de exigirse el cumplimiento acabado de la indicación de los 
motivos del recurso, sin considerar la viabilidad de los fundamentos. 

Corresponde declarar admisible el recurso de casación en que la impugnante alude a una errónea aplicación de 
la ley sustantiva por haberse dado efecto interruptivo de la prescripción de la acción, a un acto procesal que carece de 
tal. (Del voto de las Dras. Garros Martínez y Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ELBIRT, RODOLFO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 28.742/06)  (Tomo 151: 855/ 862 – 
6/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, resolución que confirma sanción del jefe de policía, 

contravenciones, improponibilidad objetiva. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 41/43. 
DOCTRINA: No corresponde reputar viable el planteo de casación como recurso de inconstitucionalidad, si no se ha 
cuestionado la constitucionalidad de una ley, ordenanza, decreto o reglamento que estatuya sobre materia regida por la 
Constitución. 

El recurso de casación previsto en el artículo 160 del Código Contravencional de la Provincia de Salta contra la 
sentencia y contra la resolución que desestima la acción, sólo puede interponerse por inobservancia o errónea aplicación 
de la ley sustantiva o menoscabo del derecho de defensa en juicio. Los demás autos son irrecurribles. 

Es formalmente inadmisible  el recurso de casación interpuesto contra la resolución que confirma la sanción 
impuesta  por el jefe de Policía, si el pronunciamiento que se pretende revertir no encuadra entre aquellos que son 
objetivamente impugnables por la vía intentada. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas y Vittar) 

Corresponde declarar admisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que confirma la sanción 
contravencional, porque del juego de los artículos 135 y 160 de la ley 7135, surge claramente que el legislador tuvo en 
miras crear una jurisdicción contravencional y de dotar a los infractores de la posibilidad de recurrir en casación, razón 
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por la cual, en caso de duda debe estarse a favor de la concesión del recurso, porque podría darse un supuesto de 
superposición de sanciones, o de exorbitancia en la imposición de ellas que por cierto, afectaría también el principio “ne 
bis in idem”. (Del voto del Dr. Cornejo) 

Contra la resolución que confirma la sanción del jefe de Policía, la impugnación interpuesta  debe ser admitida 
como recurso de inconstitucionalidad, cuando se invoca un claro y concreto planteo de arbitrariedad en la decisión 
judicial que resolviera la fase apelativa. (Del voto de las Dras. Garros Martínez y Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MAMANÍ, SERGIO LUIS MATÍAS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.397/10)  (Tomo 
151: 541/550 – 29/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Sobreseimiento dispuesto por el tribunal de apelación, doble 

instancia.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 102/106. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra la resolución que al resolver la 
apelación dispuso el sobreseimiento del acusado porque, si bien se trata de un pronunciamiento que pone fin a la acción 
penal, en sus fundamentos el tribunal ha valorado de manera adecuada la prueba incorporada a la causa y ha llegado a un 
pronunciamiento liberatorio al considerar que el hecho investigado no se cometió por el imputado, por lo cual se ha 
cumplido con la necesaria revisión  de la resolución cuestionada satisfaciendo la doble instancia, en razón de la 
intervención  del tribunal de apelación al que accedió el impugnante respecto de lo decidido por el juez de instrucción, a 
través de un recurso que permitió discutir cuestiones de hecho y de derecho. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, 

Posadas y Vittar) 
Resulta objetivamente casable la resolución que dispone el sobreseimiento del imputado, por tratarse de un auto 

que pone fin a la acción y además, porque se trata de un recurso expresamente otorgado por la normativa procesal al 
Ministerio Público Fiscal, cuando además el sobreseimiento ha sido dictado por la Cámara de Acusación, donde la 
apelación únicamente comprendió la vía impetrada por la defensa contra la resolución del procesamiento, por lo cual, 
respecto al sobreseimiento decidido no ha tenido lugar la doble instancia. (Del voto de los Dres. Ayala, Cornejo y 

Garros Martínez) 

TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. 
Galli.  CAUSA: C/C MARTINO, MANUEL ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.188/10)  
(Tomo 151: 569/576 – 29/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, suspensión del juicio a prueba, improponibilidad objetiva del 

recurso del imputado que cuestiona las reglas de conducta.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 12/14 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación, si los agravios de la defensa giran en orden a la 
errónea aplicación efectuada por el tribunal de las reglas de conducta impuestas en oportunidad de conceder el beneficio 
de suspensión del juicio a prueba, y por ello la resolución no se encuentra comprendida en el elenco de 
pronunciamientos objetivamente impugnables por el imputado, ni puede equipararse a sentencia definitiva. 
        La resolución que dispone conceder el beneficio de la suspensión del juicio a prueba y fija las reglas de 
conducta bajo apercibimiento de incurrir en desobediencia judicial, no es susceptible de recurso de casación, en tanto no 
concurre ninguna circunstancia que permita establecer que ocasiona un gravamen irreparable, toda vez que le cabe al 
imputado la posibilidad de renunciar al beneficio y someterse a la realización del juicio oral. (Del voto de los Dres. 

Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas) 

        Si bien el imputado no tiene recurso contra la concesión de la suspensión del juicio a prueba, sino sólo respecto 
de su denegatoria, corresponde dar curso a la vía recursiva casatoria si se sostiene como agravios la fijación por parte del 
tribunal, de consecuencias a la violación a las reglas de conducta que no estarían establecidas en la norma legal que 
regula el instituto, las cuales, además, pudieron haber sido sorpresivas para la defensa, limitando sus posibilidades de 
expresarse. (Del voto de la Dra. Ayala) 
       Si bien al regular el recurso de casación, el Código Procesal Penal sólo faculta al imputado a recurrir el auto que 
deniegue la suspensión del juicio a prueba y no, al que lo concede, corresponde declarar admisible el recurso si se 
cuestiona la consecuencia que podría irrogar al probado el incumplimiento de la regla de conducta mediante el 
apercibimiento dispuesto que le ocasionaría incurrir en un nuevo delito, circunstancia que a criterio de la defensa 
provoca una afectación de su derecho de defensa en juicio, a la vez que vulnera el principio de legalidad. (Del 

voto de la Dra. Garros Martínez) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala,  Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: GUAYMÁS, JUAN ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.033/09)  (Tomo 151: 
893/900 – 7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, revisión por el tribunal de apelación, doble instancia.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 175/ 189.  
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación si se ha cumplido con la necesaria 
revisión de la resolución cuestionada, en razón de haber intervenido el tribunal de apelación al que se accedió haciendo 
uso del recurso previsto en el artículo 459 del Código Procesal Penal, con lo que se satisface la doble instancia que en 
estos supuestos otorga el ordenamiento procesal en beneficio del querellante conjunto. 

Lo que habilita el uso anticipado de la casación es la pretensión de impedir un gravamen irreparable; esa vía 
recursiva extraordinaria sólo puede quedar habilitada cuando no se hallan expeditos mecanismos procesales ordinarios 
destinados a hacer cesar la afectación del derecho que invoca el recurrente. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
SUMBLAD, MANUEL EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte N° CJS 33.570/10)  (Tomo 151: 271/276 – 
23/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones culposas con resultado múltiple, accidente de tránsito. Absolución, principio 

“in dubio pro reo”; culpa de la víctima, deber de diligencia, principio de confianza. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 108/110 vta. y, en su mérito, dejar 
sin efecto la condena impuesta a José Fidencio Ortíz en la sentencia de fs. 100 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 
101/106 vta, y disponer su absolución, conforme a lo establecido en los arts. 4º del C.P.P., 20 de la Const. Prov. y 18 de 
la C.N. 
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DOCTRINA: Es deber del juez, a la hora de motivar una sentencia frente a la imputación de un delito culposo en 
accidente de tránsito, buscar si entre los factores esenciales que determinaron la producción del hecho, se encuentra un 
aporte concreto del acusado asociado a la violación de su deber de diligencia. 

Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formulado por el 
fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones propias acerca de la 
hipótesis referida en la acusación. 

La suma imprudencia significa el quebrantamiento del principio de confianza en la normalidad o seguridad del 
tránsito, ya que resulta adecuada al deber de cuidado la conducta del que confía en que el otro interviniente actuará 
diligente y prudentemente o de un modo normativamente correcto, porque a nadie puede exigírsele que prevea que el 
otro actuará con descuido apartándose de las reglas de prudencia. 

Corresponde absolver al acusado del delito de lesiones culposas en accidente de tránsito, si cumplida la revisión 
integral del fallo, en los elementos que se han incorporado a la causa no constan datos claramente orientadores acerca de 
una conducta culposa del acusado que pusiera una condición necesaria para ocasionar un daño a la denunciante, sino que 
se aprecia la culpa de la llamada víctima. 

Si a las resultas del juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera certera la conducta típica 
sobre la que versó la imputación, la condena se ha pronunciado con violación del principio “in dubio pro reo”. (Del voto 

de los Dres. Ferraris, Posadas, Catalano y Cornejo) 
Es plenamente válida la sentencia que condena al acusado del delito de lesiones culposas con resultado 

múltiple, si a partir de un pormenorizado análisis de las pruebas reunidas en la causa el tribunal consideró que la 
maniobra de sobrepaso del camión en la encrucijada, cuando la motocicleta retomaba la marcha para seguir camino 
después que el semáforo le habilitara el paso, fue imprudente, y ello se aúna con la circunstancia de que el productor del 
accidente fue el conductor del rodado de mayor porte que iba a girar a la derecha, ocasionando la colisión con la 
motocicleta en el lateral derecho sector inferior medio de la caja del camión. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, 

Vittar y Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ORTÍZ, JOSÉ FIDENCIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.036/09) (Tomo 151: 
1005/1018 -  7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de orden general, lectura de los fundamentos de la sentencia, plazo, principios 

de concentración y de continuidad, debido proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto y, en su mérito, declarar la nulidad de 
la sentencia de fs. 99/105 y de los actos del debate y ordenar que bajen los autos al Juzgado en lo Correccional y de 
Garantías que por orden corresponda, para la realización de un nuevo juicio. 
DOCTRINA: Se produce la nulidad insanable de la sentencia, si la lectura de los fundamentos se produjo una vez 
excedido el plazo de cinco días fijado por el artículo 405, 2º párrafo del Código Procesal Penal, pues al tribunal de 
sentencia ya no le resulta posible reasumir su condición de intérprete de la prueba conforme a su memoria de lo 
acontecido en el juicio, de un modo mínimamente aceptable para el cumplimiento del buen servicio de justicia  

La falta de acatamiento de las normas que garantizan la continuidad del debate genera una afectación del debido 
proceso, y lo que está en juego no es sólo la aplicación de las pautas sobre nulidades genéricas contempladas en el 
artículo 162 del Código Procesal Penal, sino la observancia de un aspecto que hace a la justificación misma de la 
existencia del juicio oral y público, como modo de definición del proceso penal que se estima más adecuada a la 
consecución del valor justicia.. (Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

Corresponde declarar la nulidad de la sentencia y de los actos del debate, si la audiencia para la lectura de los 
fundamentos fue celebrada luego de una prórroga dispuesta en violación al artículo 416 del Código Procesal Penal, 
irregularidad que la descalifica e impide tenerla como acto jurisdiccional válidamente celebrado. 

La prohibición de redactar los fundamentos de la sentencia fuera del tiempo excepcional de cinco días, tiende a 
garantizar los principios de concentración y continuidad, a amparar la publicidad del juicio oral, a respetar la forma 
republicana de gobierno, y el derecho de defensa en audiencia celebrada al efecto y previa convocatoria de las partes y el 
fiscal, también, dentro del plazo fatal. 

La audiencia en que debe ocurrir el acto de lectura de los fundamentos no puede presentar visos que pongan en 
duda su regularidad y, en todo caso, la solemnidad debe reflejar la debida transparencia que tiene que preceder a toda 
actuación judicial. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas)  

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C GIRÓN, ANDRÉS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.359/10)  (Tomo 151: 125/132 – 
23/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad del requerimiento de juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 51/52 vta. 
DOCTRINA: Configura una nulidad de orden general el requerimiento de juicio formulado por el ministerio fiscal que 
no cumple con los requisitos a que está sometido y, tratándose de la base del juicio penal, lesiona los derechos del 
debido proceso y de defensa en juicio. Además, con acento en el principio de congruencia, viola otras disposiciones 
específicas del bloque de constitucionalidad que de manera inequívoca, refieren la necesidad de un detalle en la 
acusación, que lógicamente condiciona la decisión jurisdiccional en materia penal. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FIGUEROA, CRUZ; VILLALBA, CÉSAR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.899/08)  
(Tomo 151: 1037/1042 – 7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad procesal, notificación de la demanda civil, defensa en juicio. Recurso de 

revocatoria, acuse de negligencia de prueba pericial. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 54/57 y, en su mérito, disponer 
que bajen los autos al Juzgado en lo Correccional y de Garantías de Tercera Nominación a fin de que decrete el traslado 
de la acción civil al demandado civil, y revocar el punto II de la resolución de fs. 47/49, ordenando al mismo tribunal 
que imprima el trámite que corresponde a la pericia contable, conforme lo indicado en los considerandos 4º y 5º. 
DOCTRINA: En supuestos de competencia material del juzgado correccional, resulta más adecuada la concreción de la 
demanda civil y de la contestación en una etapa anterior a la audiencia de debate y por escrito, ya que ello permite un 
ejercicio más sereno y ponderado de los derechos de ambas partes. 
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No corresponde la declaración de nulidad de todo lo actuado a partir del decreto de elevación a juicio que 
propugna el demandado civil, si puede aún hacer uso de su derecho de defensa. 

Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de 
un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que mediante ella la parte 
experimenta un perjuicio, el cual no se produce cuando sólo existe una irregularidad en el proceso. 

Es procedente el recurso de revocatoria interpuesto por el demandado civil contra la resolución que admite el 
acuse de negligencia del actor civil respecto de la prueba pericial ofrecida por el imputado, si el tribunal omitió citar al 
perito para notificarlo de su designación, tomarle juramento y recién notificarle los puntos de pericia y el plazo otorgado. 
(Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo y Ferraris) 

Resulta viable sustanciar los trámites omitidos en relación a la acción civil concretada, si ello no ocasiona 
gravamen a la parte, responde la principio de subsistencia y validez que rige la actividad procesal y, fundamentalmente, 
toda vez que en materia de nulidades procesales, el Código en la materia requiere –para ambas especies- la 
configuración de un perjuicio concreto, ya que es postulado esencial que la nulidad no se declara por la nulidad misma. 
(Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ALEGRE, JORGE ENRIQUE – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.809/08) (Tomo 151: 
1027/1036 – 7/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, plazo razonable de duración del proceso. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 326/328 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto el punto I de la resolución de fs. 322 y vta. en lo que se refiere a la causa Nº 14.555/99, 
sobreseyendo a Luis Enrique Villar del delito de daño agravado, por prescripción de la acción, y mantenerla en lo 
demás. 
DOCTRINA: El rechazo de una excepción de prescripción no debe ejecutarse en términos que impliquen desconocer el 
significado de la garantía a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas derivada del artículo 18 de la 
Constitución Nacional y del art. 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

La duración razonable de un proceso depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso, 
razón por la cual este derecho no puede traducirse en un número de días, meses o años. 

Para establecer un lapso preciso que constituya el límite entre la duración razonable y la prolongación indebida 
de un proceso, es necesario examinar las circunstancias particulares de cada caso. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
VILLAR, LUIS ENRIQUE – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.111/09)  (Tomo 151: 223/230 – 
23/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción por los delitos de calumnias e injurias, aplicación retroactiva 

de la Ley 26551, acción civil en el proceso penal.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 71/79. 
DOCTRINA: En los delitos de calumnias e injurias rige la Ley 26551 que reformó el artículo 109 del Código Penal 
modificando la pena allí prevista por la de multa, que debe aplicarse retroactivamente por tratarse de una ley más 
benigna.  
           El plazo de prescripción en los delitos de calumnias e injurias reprimidos con pena de multa es de dos años. 
           La imputación de un delito ante el órgano jurisdiccional constituye el núcleo objetivo del tipo del artículo 109 
del Código Penal y es la conducta que debe ser considerada para el inicio del cómputo del término de prescripción de la 
acción penal por el delito de calumnias.   

No procede la paralización de la querella por calumnias a la espera de la terminación del proceso por el delito 
de acción pública iniciado por la imputación reputada falsa. (Del voto de los Dres. Posadas y Garros Martínez) 

El plazo de prescripción de la acción civil resarcitoria en el proceso penal es de dos años, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 4037 del Código Civil, pues esta prescripción se extiende a todo supuesto de responsabilidad 
extracontractual. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris y Garros Martínez). 

Resultan abstractos los agravios del recurrente contra la resolución que sobresee por prescripción al querellante 
por el delito de calumnias si el plazo de dos años establecidos para la prescripción de ese delito, aún de computarse 
desde el momento en que éste propone, ya había transcurrido al momento de la interposición de la querella y además, 
tratándose de responsabilidad extracontractual, la acción civil también se encontraba prescripta. (Del voto de los Dres. 

Ferraris, Vittar, Catalano y Cornejo) 

El momento desde el cual debe computarse el término prescriptivo en materia penal en el supuesto delictual de 
la falsa denuncia calumniosa, exige para su configuración un particular aspecto subjetivo consistente en que el 
denunciante haya obrado sin razón ni fundamento alguno y con pleno conocimiento de la falsedad y de la inocencia del 
acusado, datos imposibles de obtener únicamente con la denuncia inicial, y que ameritan casi siempre la necesidad de 
esperar el pronunciamiento de los órganos judiciales. (Del voto de la Dra. Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: QUERELLA CONTRA REPRESENTANTE LEGAL DE “DECOTEVE S.A.” Y FEDERICO GUILLERMO 
ALTAMIRANO INTERPUESTA POR DIEGO SEBASTIÁN FERNÁNDEZ – RECURSO DE CASA-CIÓN (Expte. 
N° CJS 30.469/07)  (Tomo 151: 63/74 – 15/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sanción impuesta por Jefe de Policía, contravención, prescripción de la acción, 

improcedencia de cuestionar la resolución por vía de recurso de inconstitucionalidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 39/40 vta . II. ORDENAR 
que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se expida sobre el 
planteo de prescripción formulado. 
DOCTRINA: No corresponde reputar viable el planteo de casación como recurso de inconstitucionalidad, si la defensa 
no ha cuestionado la constitucionalidad de una ley, ordenanza, decreto o reglamento que estatuya sobre materia regida 
por la Constitución; conforme al artículo 160 del Código Contravencional, contra la sentencia y contra la resolución que 
desestima la acción podrá interponerse recurso de casación por inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva o 
menoscabo del derecho de defensa en juicio. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas y Vittar) 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción, no legitima a los tribunales a obviar las instancias 
procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos fácticos y jurídicos. 
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Corresponde suspender el trámite del recurso de casación a fin de que en forma previa el planteo de 
prescripción sea objeto de consideración por parte del juzgado de origen. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, 

Posadas, Vittar, Ayala y Garros Martínez) 

En materia contravencional resulta necesario aplicar los principios generales del Código Penal sobre 
prescripción, deviniendo la sentencia del Jefe de Policía un acto interruptivo del curso de la acción. (Del voto de la Dra. 

Ayala) 

Corresponde sobreseer a los acusados por prescripción de la acción contravencional, si de las constancias 
obrantes en la causa surge de manera palmaria que entre la comisión del hecho que motivara la sanción administrativa y 
la aplicación de la pena, transcurrió el plazo de prescripción de seis meses que prevé el artículo 41 del Código 
Contravencional de la Provincia de Salta, ley 7135. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CRUZ, GABRIELA YUDITH; MARTÍNEZ, MARIANA CINTIA; AÑES, CARLOS ALFREDO – 
RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.403/10)  (Tomo 151:501/512 – 29/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento, extinción de la acción penal por prescripción, informes del Registro 

Nacional de Reincidencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 77/79 vta. y, en su mérito, dejar 
sin efecto la resolución de fs. 77. 
DOCTRINA: El dictado de una resolución de la magnitud del sobreseimiento, que pone fin a la pretensión persecutoria 
del Estado en el proceso penal, exige que el tribunal verifique mediante los informes del Registro Nacional de 
Reincidencia que el plazo de prescripción no se haya interrumpido por la comisión de otro delito. 

No cumplen las exigencias normativas vigentes los informes nominativos del Registro Nacional de 
Reincidencia que se producen omitiendo el cotejo de las huellas dactilares que la ley manda para conferir a los datos la 
certeza y seguridad necesarias. 

Corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento del imputado si el informe que dio sustento al pronunciamiento 
liberatorio impugnado no reúne los requisitos exigidos y no es apto para descartar la comisión de un nuevo delito. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
YULÁN, RODRIGO MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.118/09)  (Tomo 151: 31/36 – 
15/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, reglas de conducta, razonabilidad del ofrecimiento. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 55/60 y en su mérito, dejar sin 
efecto la resolución de fs. 47/50. 
DOCTRINA: No corresponde que por vía pretoriana se establezcan interpretaciones abrogatorias de la norma que 
consagra la excepción a la procedencia del instituto de la suspensión del juicio a prueba, acerca del carácter con que la 
inhabilitación aparece conminada en el delito de homicidio culposo previsto en el artículo 84 del Código Penal. 

La exclusión de los delitos penados con inhabilitación del ámbito de aplicabilidad de la suspensión del juicio a 
prueba, tiene un motivo consistente en garantizar que se imponga efectivamente una interdicción a determinada 
actividad que aparece directamente vinculada con el delito, lo que sólo puede lograrse acabadamente mediante su 
sujeción a un régimen legal de observancia obligatoria como el que surge del juicio penal. (Del voto de los Dres. 

Posadas y Garros Martínez) 
Es procedente el beneficio de la suspensión del juicio a prueba con respecto a delitos reprimidos con pena de 

inhabilitación. (Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo y Ferraris) 
Si bien es cierto que mediando consentimiento del acusado puede imponerse la inhabilitación, para que pueda 

concederse la suspensión del juicio a prueba, además, es necesario que con ello se cumplan los fines preventivos 
perseguidos: que el imputado no continúe con la actividad que ha generado la infracción penal y, fundamentalmente, 
neutralizar el riesgo de esa actividad. 

La razonabilidad del ofrecimiento de reparación necesita, para cumplir con el presupuesto legal en las 
modalidades de tiempo y forma, que deba partir de las posibilidades del imputado, ser proporcional a la entidad del 
supuesto daño producido y expresar la forma y detalle en la que se llevará a cabo, lo que no se cumple con el requisito 
de ofrecer reparar el daño en la medida de lo posible, pues, no basta para ello reproducir textualmente la letra de la ley, 
sino que, para ser real y cumplir con la exigencia de control jurisdiccional, debe ser específicamente cuantificado.  

Si el “quantum” total del ofrecimiento de reparación es irrisorio frente a la naturaleza del bien jurídico 
lesionado –la vida-, contraviene los fines perseguidos por el instituto con su exigencia y bajo ningún concepto demuestra 
algún tipo de internalización del acusado con el damnificado y el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una 
tragedia de la vida real. 

Les está vedado a los tribunales imponer un término de inhabilitación mayor al aceptado por el acusado, pues se 
trata de una facultad personal o personalísima que no puede ser suplida por ningún sujeto procesal, incluido el órgano 
jurisdiccional. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, y Ferraris) 

Es improcedente cotejar el ofrecimiento concreto de inhabilitación con la pena mínima del delito imputado, 
porque ello implica confundir la pena con las reglas de conducta del artículo 27 bis del Código Penal. 

No corresponde conceder el beneficio de suspensión del juicio a prueba si media una palmaria irrazonabilidad 
del ofrecimiento de reparación del daño que exige el artículo 76 bis, 3º párrafo del Código Penal para la procedencia del 
instituto. (Del voto de la Dra. Ayala) 

Procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, siempre que el 
imputado acepte la imposición de una regla de conducta enderezada a neutralizar su probable incompetencia. 

El principio “pro homine” impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano, 
por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el artículo 76 bis del Código Penal a los delitos que 
tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años, se funda en una exégesis 
irrazonable de la norma.  (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUANTAY, MARIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.143/08)  (Tomo 151: 779/808 – 6/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía, prescripción 

de la acción. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 53/55. II. ORDENAR que 
bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se expida sobre la 
prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Corresponde suspender el trámite del recurso de casación si en la causa se ha planteado la prescripción de 
la acción. El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las instancias 
procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos fácticos y jurídicos, 
y se hace necesario que el trámite previo respecto al planteo de prescripción, sea objeto de consideración por parte del 
juzgado de origen. (Del voto de los Dres. Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

La acción contravencional prescribe transcurridos seis meses desde la fecha de comisión del hecho, 
considerándose que al cabo de ese plazo han desaparecido los efectos nocivos que la infracción produjo en la sociedad y 
el peligro de la conducta del contraventor. 

Se debe suspender el trámite de la impugnación y remitirse los autos al Juzgado de origen para que se pronuncie 
sobre la posible prescripción de la acción, porque la cuestión relativa a su vigencia, que puede plantearse en cualquier 
estado del proceso, carece de vinculación con el tema propuesto en casación. (Del voto del Dr. Vittar) 

Corresponde sobreseer al causante por prescripción de la acción contravencional, si de las constancias obrantes 
en la causa surge que entre la comisión del hecho que motivara la sanción administrativa, y la aplicación de la pena 
transcurrió el plazo de prescripción de seis meses que prevé el artículo 41 del Código Contravencional (ley 7135). (Del 

voto del Dr. Cornejo) 
Interrumpe el curso de la prescripción de la acción contravencional, de seis meses, la sanción o condena por 

parte del Jefe de Policía, volviéndose a computar el plazo desde esa decisión que puso fin el trámite por ante el juez en 
materia de contravenciones. (Del voto de la Dra. Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
DELALOYE NAVARRO, MARIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.189/08)   (Tomo 151: 7/24 – 
15/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN. Improcedencia, resolución de la Corte que declara admisible la casación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de revocatoria interpuesto a fs. 68/69 de autos. 
DOCTRINA: No procede el recurso de reposición o revocatoria contra la resolución de la Corte que declara 
formalmente admisible el recurso de casación. 

El recurso de reposición o revocatoria tiene por finalidad que el mismo juez o tribunal que dictó la resolución la 
revoque o enmiende, dictando en su lugar una nueva por contrario imperio, siempre que quien lo interpone tenga un 
interés que lo justifique, el que se halla determinado por el perjuicio o gravamen que la providencia le ocasiona. 

Contra las resoluciones dictadas por la Corte, sean de competencia originaria o derivada, no cabe recurso 
alguno en el orden local y sólo son impugnables, exclusivamente, por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C UÑATES, GUILLERMO FELICIANO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.117/09)  (Tomo 
151: 733/738 – 1/diciembre/2010) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Reiteración de agravios resueltos en casación, doctrina de la 

arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 911/950. 
DOCTRINA: El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido, reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional resulta la 
base misma del recurso. 

Es improcedente el recurso que no propone cuestión federal atendible por la vía extraordinaria y en lo medular, 
se limita a reproducir los planteos formulados en casación, con alegaciones que fueron conocidas, consideradas y 
suficientemente explicitadas por la Corte en su resolución sobre el fondo de la cuestión. 

La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los argumentos 
de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. 

La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confiere a la 
cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan discutirse 
decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
CHOQUE, SIXTO TEÓFILO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.449/08)  (Tomo 151: 177/184 – 
23/noviembre/2010) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Resolución que declara abstracta la casación, excarcelación, 

sentencia condenatoria, doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 97/113. 
DOCTRINA: El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido, reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional resulta la 
base misma del recurso. 

Es improcedente el recurso que no propone cuestión federal atendible por la vía extraordinaria, que fue 
deducido contra la resolución que al resolver el recurso de casación interpuesto contra el incidente de excarcelación 
denegado por el tribunal de juicio, declaró abstracta la cuestión en razón de encontrarse firme la sentencia condenatoria 
del imputado. 

La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los argumentos 
de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala. DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: CHOQUE, 
SIXTO TEÓFILO – INCIDENTE DE EXCARCELACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.286/09)  
(Tomo 151: 157/164 – 23/noviembre/2010) 
 
 
 
 
 


